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I) NOVEDADES NORMATIVAS
1) Estado.

Desde el anterior informe fechado en febrero de 2012 hasta el momento no se ha aprobado por el Estado ninguna norma que de forma directa y sistemática regule el patrimonio local. 
No obstante, es preciso mencionar la aprobación del Real Decreto-Ley 13/2012, de 30 de marzo, por el que se transponen directivas en materia de mercados interiores de electricidad y gas y en materia de comunicaciones electrónicas, por su incidencia en el patrimonio local. En concreto, en su artículo 10 se establece que hasta la aprobación por parte del Consejo de Ministros de una nueva planificación de la red de transporte de energía eléctrica queda suspendido el otorgamiento de nuevas autorizaciones administrativas para instalaciones de transporte de competencia de la Administración estatal, salvo aquellas sean necesarias para las interconexiones internacionales. Tampoco se podrá emitir el informe a que hace referencia el art. 36.3 de la Ley del Sector Eléctrico. Con carácter excepcional podrán otorgarse, si la no construcción de la instalación supone un riesgo inminente en la seguridad del suministro o un impacto económico negativo en el sistema eléctrico, así como su construcción resulta estratégica para el conjunto del Estado. Además, las Disposiciones transitoria tercera y cuarta del mismo Real Decreto-Ley establecen una suspensión con respecto a la tramitación de los procedimientos a nuevas plantas de regasificación en territorio peninsular y de nuevos gasoductos de transporte y estaciones de regulación y medida.

Finalmente, es preciso mencionar, el Real Decreto-Ley 5/2012, de 5 de marzo, sobre mediación en asuntos civiles y mercantiles. Nueva regulación que no resulta aplicable a la mediación con las Administraciones públicas, según se establece en su art. 2. Y se da cuenta de la aprobación del Real Decreto-Ley 12/2002, de 30 de marzo, cuyo art. 5 modifica diversos preceptos de la Ley de Patrimonio de las Administraciones públicas. Precepto que no será objeto de comentario en la medida en que los citados preceptos se refieren al patrimonio estatal. Y también se da cuenta del Real Decreto-Ley 17/2012, de 4 de mayo, cuyo art. 1 modifica el Texto refundido de la Ley de Aguas, y que por tratarse de un bien estatal su regulación no se expone en este informe.
2) Comunidades Autónomas.

Con carácter general es preciso advertir que desde febrero de 2012 no se han aprobado normas que regulen directamente y sistemáticamente el patrimonio local, si bien han aparecido regulaciones sectoriales diversas que pueden ser de interés.

B) Cataluña

Se ha aprobado la Ley 3/2012, de 22 de febrero, por la que se modifica el Texto refundido de la Ley de Urbanismo, aprobado por el Decreto legislativo 1/2010, de  3 de agosto. La reforma afecta a diversos artículos que se refieren al patrimonio municipal del suelo. Preceptos que se transcriben a continuación:
“Artículo 35. Compatibilidad entre sistemas urbanísticos públicos y calificaciones de aprovechamiento privado

1. Los terrenos que el planeamiento urbanístico reserva a sistemas urbanísticos, que la administración actuante ha obtenido o ha de obtener mediante la cesión obligatoria o la expropiación urbanísticas, deben destinarse íntegramente al uso público previsto, sin perjuicio del régimen de compatibilidad de usos regulado por el presente artículo.

2. El planeamiento urbanístico puede prever que el subsuelo de los sistemas urbanísticos de titularidad pública sea destinado a usos distintos de los atribuidos al suelo, siempre que sean compatibles con la funcionalidad del sistema. Esta compatibilidad de usos distintos solo puede comportar una calificación urbanística de aprovechamiento privado en subsuelo si el planeamiento urbanístico ordena nuevos sistemas urbanísticos, no previstos en el planeamiento urbanístico anterior, que no son exigibles en cumplimiento de los estándares mínimos establecidos por la legislación urbanística o por el planeamiento urbanístico general. En el caso del sistema viario, la calificación urbanística de aprovechamiento privado del subsuelo solo puede admitirse si dicho sistema no forma parte de la red que estructura el tejido urbano o la trama urbana.

3. El planeamiento urbanístico puede calificar como sistema de titularidad pública parte de las edificaciones existentes, de las edificaciones de nueva construcción o del vuelo o del subsuelo de los inmuebles, por razón de la necesidad de implantación de equipamientos comunitarios, así como para facilitar el acceso de los peatones en los sistemas viario y de espacios libres. La obtención de estos sistemas puede efectuarse por expropiación si el inmueble afectado no forma parte de un polígono de actuación urbanística que prevea la cesión gratuita del sistema.

4. Si, de acuerdo con los apartados 2 y 3, el planeamiento urbanístico prevé la compatibilidad de una calificación urbanística de aprovechamiento privado y el destino a sistemas de titularidad pública del suelo, del vuelo o del subsuelo de un terreno, puede constituirse el régimen de propiedad horizontal más adecuado de entre los establecidos por la legislación civil catalana, con las limitaciones y servidumbres que procedan para la protección del dominio público.

5. El régimen de compatibilidad regulado por el presente artículo no impide el uso privativo de los bienes de dominio público que, de acuerdo con la legislación sobre patrimonio de las administraciones públicas, no conlleva la transformación o modificación de este dominio.
Artículo 53, apartado sexto.

6. Los terrenos destinados a sistemas urbanísticos ya adquiridos por la Administración pública pueden ser ocupados temporalmente por razón de la ejecución de obras o la prestación de servicios públicos. También pueden ser utilizados de manera temporal y esporádica para instalar mercados ambulantes o para desarrollar actividades de ocio, deportivas, recreativas, culturales, aparcamientos públicos y similares. La autorización de dichos usos por la administración titular del dominio público no supone el incumplimiento de la obligación de destinar los terrenos a las finalidades determinadas por el planeamiento urbanístico.

Artículo 160, apartados 5 y 5 bis

5. El patrimonio de suelo y de vivienda de los entes públicos se destina a las siguientes finalidades:

a) Prever, poner en marcha y desarrollar, técnica y económicamente, la expansión de las poblaciones y la mejora de la calidad de vida.

b) Hacer efectivo el derecho de los ciudadanos a acceder a una vivienda digna y adecuada.

c) Intervenir en el mercado inmobiliario para abaratar el precio del suelo urbanizado y facilitar la adquisición de sistemas urbanísticos.

d) Formar reservas para proteger y tutelar el suelo no urbanizable.
5 bis. Para llevar a cabo actuaciones vinculadas a las finalidades a que se refiere el apartado 5, se pueden entregar los bienes inmuebles que integran los patrimonios públicos de suelo y de vivienda como contraprestación en concepto de pago, para retribuir a los contratistas de acuerdo con la legislación aplicable en materia de contratos del sector público. Pueden especificarse por reglamento las actuaciones mencionadas y los términos en que es posible retribuir a los contratistas con bienes de los patrimonios públicos de suelo y de vivienda.
Artículo 165. Normativa de aplicación a la transmisión de bienes de los patrimonios públicos de suelo y de vivienda

La transmisión de bienes de los patrimonios públicos de suelo y de vivienda para la consecución de sus finalidades ha de ajustarse, con carácter general, a los requisitos que establece la legislación aplicable sobre patrimonio de las administraciones públicas y, con carácter especial, a los requisitos que establece específicamente la presente ley.
Artículo 166. Normas generales para la transmisión de bienes de los patrimonios públicos de suelo y de vivienda

1. La transmisión de bienes de los patrimonios públicos de suelo y de vivienda, como norma general, se efectúa con carácter oneroso, por precio igual o superior al que resulta de su valoración, excepto en los supuestos regulados por el artículo 167 y la legislación aplicable en materia de vivienda, que puede ser por cesión gratuita o enajenación onerosa por precio inferior al de su valoración.

2. Las administraciones públicas o las entidades urbanísticas especiales que gestionan el correspondiente patrimonio público de suelo y de vivienda pueden ceder gratuitamente o enajenar con carácter oneroso los bienes que están integrados en el mismo mediante un concurso público, salvo los supuestos regulados por esta sección y por la legislación aplicable en materia de vivienda, en los que se puede hacer por adjudicación directa.
Artículo 167. Cesión gratuita y enajenación onerosa por un precio inferior

1. Las administraciones públicas o las entidades urbanísticas especiales que gestionan el respectivo patrimonio público de suelo y de vivienda pueden ceder gratuitamente los bienes que están integrados en el mismo, o enajenarlos por un precio inferior al de su valoración, a favor de otras administraciones o entidades públicas, o de entidades privadas sin ánimo de lucro, para atender necesidades de vivienda de carácter social o de equipamiento comunitario, para generar actividad económica en áreas deprimidas o para formar reservas para proteger y tutelar el suelo no urbanizable.

2. El órgano competente para acordar la cesión gratuita de los bienes, o la enajenación por un precio inferior al de su valoración, debe concretar en la correspondiente resolución el destino que la justifica, al cual queda vinculado el bien cedido o enajenado, y el plazo para hacerla efectiva. Si el adquirente incumple este plazo o, posteriormente, no destina el bien a la finalidad o el uso vinculados, o no se cumplen las cargas o condiciones impuestas, queda resuelta la cesión o la enajenación y el bien revierte a la administración o la entidad transmisora.
Artículo 168. Adjudicación directa

1. La cesión gratuita y la enajenación onerosa de bienes de los patrimonios públicos de suelo y de vivienda pueden adjudicarse directamente a favor de otra administración pública o de una entidad urbanística especial que gestione el correspondiente patrimonio público de suelo y de vivienda.

2. La enajenación onerosa de bienes de los patrimonios públicos de suelo y de vivienda puede adjudicarse también directamente:

a) A los propietarios de terrenos afectados por el planeamiento urbanístico a sistemas urbanísticos públicos o de bienes que se deseen incorporar al patrimonio público de suelo y de vivienda, para obtenerlos mediante permuta.

b) A favor de cualquier persona, si después de haber efectuado una licitación pública, esta queda desierta o bien resulta fallida por el incumplimiento de las obligaciones de los adjudicatarios, siempre que no haya transcurrido más de un año desde la licitación y que los adquirentes asuman las mismas obligaciones.
Artículo 169. Enajenación onerosa de terrenos del Instituto Catalán del Suelo

La enajenación onerosa de terrenos que sean propiedad del Instituto Catalán del Suelo puede adjudicarse directamente en los supuestos establecidos por el artículo 168 y la legislación en materia de vivienda y, en el resto de supuestos, se puede hacer directamente con el anuncio previo de la enajenación en dos de los diarios de mayor difusión de la comarca y en el tablón de anuncios del ayuntamiento del municipio al que pertenezcan para promover la concurrencia de ofertas.
Artículo 170. Condiciones resolutorias a las que deben sujetarse las transmisiones de bienes de los patrimonios públicos de suelo y de vivienda

1. El documento público en que conste la transmisión de bienes de los patrimonios públicos de suelo y de vivienda debe establecer el destino final de los bienes transmitidos, el plazo para hacerla efectiva y las demás limitaciones y condiciones que la administración o entidad transmitente considere convenientes.

2. La persona adquirente, mediante el documento público de transmisión, debe obligarse a destinar los bienes transmitidos a la finalidad establecida en los plazos fijados, y a no transmitir los bienes adquiridos a terceras personas por actos inter vivos mientras no los destine a esta finalidad, salvo que la administración o entidad transmitente lo autorice. El cumplimiento de estas obligaciones debe garantizarse mediante una condición resolutoria expresa del contrato de transmisión. Si la persona adquirente incumple los plazos fijados para destinar los bienes a la finalidad establecida, la administración o entidad transmitente puede exigir el cumplimiento de esta obligación finalista o resolver el contrato de transmisión, con el resarcimiento de los daños y el abono de intereses en ambos casos teniendo en cuenta las indemnizaciones o penalizaciones que, en su caso, la administración o entidad transmitente establezca en el documento público de transmisión. Sin embargo, la administración o entidad transmitente puede prorrogar los plazos fijados para cumplir dicha obligación. El documento público de transmisión también debe establecer como condición resolutoria expresa el hecho de que, en el plazo de cinco años y antes de edificar los terrenos, se apruebe una modificación del planeamiento urbanístico general que comporte un incremento del valor de los terrenos. Esta modificación solo puede tener lugar por las circunstancias sobrevenidas que objetivamente legitimen la modificación, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 97.2.a.

3. Las condiciones a que se refieren los apartados 1 y 2 han de hacerse constar en la inscripción de la transmisión que se formalice en el Registro de la Propiedad de acuerdo con la legislación registral de aplicación y con los efectos que la misma establece.

Artículo 171, apartado cuarto.
4. En caso de que los terrenos a que hace referencia el apartado 1 integren el patrimonio público de suelo y de vivienda, la constitución onerosa o gratuita del derecho de superficie ha de ajustarse a lo establecido por los artículos 165 a 170.”
C) Galicia
Se ha aprobado la Ley 4/2012, de 12 de abril, de creación del área metropolitana de Vigo. En dicha Ley se contienen disposiciones patrimoniales aplicables a dicha Entidad local. En concreto, en el art. 33.2 se dice que el área metropolitana tendrá capacidad para adquirir, gravar y enajenar bienes, y se obligará mediante relaciones de derecho público y privado.
J) Aragón
Se ha aprobado la Ley 3/2012, de 8 de marzo, de medidas fiscales y administrativas de la Comunidad Autónoma de Aragón, que modifica diversas normas autonómicas. Entre ellas cabe destacar la modificación de la Ley de Administración Local de Aragón de 1999, en la que se introduce una nueva regulación de los convenios entre Administraciones públicas, que se transcribe a continuación:
“Artículo 160, apartado 3

3. Asimismo, en materias de competencia compartida o concurrente, la Administración de la Comunidad Autónoma y las Entidades locales podrán celebrar convenios de puesta en común de medios materiales, personales y financieros para llevar a cabo una gestión coordinada y eficiente de sus competencias.

Las aportaciones dinerarias que se realicen en virtud de los referidos convenios no tendrán la naturaleza de subvención.
Artículo 164, apartado 1

1. Las Entidades locales aragonesas, en materias de competencia compartida o concurrente, podrán celebrar convenios de puesta en común de medios materiales, personales y financieros con el fin de mejorar la eficacia en el ejercicio de sus competencias.

Estos convenios deberán ser comunicados previamente a su firma a la Dirección General de Administración Local.

Las aportaciones dinerarias que se realicen en virtud de los referidos convenios no tendrán la naturaleza de subvención.”
Además de la Ley de Administración Local, la Ley 3/2012 ha modificado la Ley de Montes de Aragón de 2006, dando una nueva redacción al art. 84 y añadiendo una nueva Disposición adicional decimotercera. Nuevas redacciones en las que se dice lo siguiente:
“Artículo 84.– Aprovechamiento de la biomasa forestal.

1. Los instrumentos de gestión forestal de los montes de la Comunidad Autónoma contemplarán expresamente un análisis sobre las posibilidades de aprovechamiento de la biomasa forestal primaria contenida en los mismos que contemple, como mínimo, las condiciones óptimas de dicho aprovechamiento y los procesos adecuados de explotación en atención a las condiciones de los recursos forestales abarcados.

2. El Gobierno de Aragón, por sí o a través de sus entidades instrumentales, podrá participar en consorcios con otras Administraciones Públicas o entidades privadas con objeto de facilitar el aprovechamiento conjunto y movilización de la biomasa forestal primaria contenida en los montes de titularidad de las entidades consorciadas.

3. El Gobierno de Aragón promoverá la redacción de planes de ordenación y gestión forestal y favorecerá la creación de centros y redes logísticas que faciliten el acopio, transformación, secado y almacenado de la biomasa forestal.

4. El Gobierno de Aragón favorecerá el fomento del asociacionismo y la cooperación entre los propietarios de montes y los sectores de transformación del uso recursos forestales, en especial en aquellos casos en los que el fin último sea el aprovechamiento y movilización de la biomasa forestal primaria.

5. El Gobierno de Aragón fomentará el empleo de biomasa forestal en sus edificios públicos así como las iniciativas privadas presentadas a tal fin, como forma de fomentar el uso de las energías renovables, optimizar la eficiencia en el consumo energético y la protección del medio ambiente.»

Disposición adicional decimotercera.– Sobre la elaboración de Planes de Ordenación de Recursos Forestales e Instrumentos de Gestión Forestal.

El Gobierno de Aragón, de acuerdo con lo establecido en esta ley, promoverá en 2012 la elaboración de Planes de Ordenación de los Recursos forestales y los Instrumentos de Gestión Forestal de las comarcas que cuenten con masas forestales susceptibles de aprovechamiento como biomasa forestal, incluyendo, en su caso, el aprovechamiento forestal de choperas de titularidad de la Comunidad Autónoma.”
Finalmente, la Ley 3/2012 comentada también modifica la Ley  de ordenación y participación en la gestión del agua en Aragón, y la Ley de vías pecuarias. De las mismas se da cuenta únicamente por no tratarse de bienes locales.

L) Canarias
Se ha aprobado la Ley 1/2012, de 14 de marzo, de autorización para la enajenación gratuita a favor del Ayuntamiento de San Cristóbal de una propiedad autonómica para fines de utilidad pública o interés social. Los fines públicos para los que se realiza la cesión se enumeran en el art. 2 y son un centro social, una iglesia y una plaza pública, así como un tanatorio en el subsuelo. Dichos fines deberán mantenerse permanentemente y el Ayuntamiento no podrá en ningún caso enajenar el bien de referencia a terceros.
El Ayuntamiento de San Cristóbal de La Laguna queda obligado al cumplimiento de las condiciones y limitaciones impuestas en la Ley, revirtiendo automáticamente en caso contrario el bien al patrimonio de la Comunidad Autónoma de Canarias en pleno derecho y con el mismo título que se enajena, la cual tendrá derecho además a percibir, previa tasación pericial, el valor de detrimentos o deterioros experimentados en dicho inmueble.
O) Islas Baleares
Se ha aprobado el Decreto-Ley 2/2012, de 17 de febrero, de medidas urgentes para la ordenación urbanística sostenible. Entre otras normas incluidas en el citado Decreto-Ley cabe destacar la introducida en su Disposición adicional cuarta sobre la posibilidad de considerar el patrimonio público del suelo como precio en los contratos. En particular, en dicha Disposición se establece lo siguiente:

“Los bienes, recursos y derechos integrantes de los patrimonios públicos de suelo, cualquiera que sea el uso lucrativo al que estén destinados, con excepción del residencial protegido, podrán tener la condición de precio del contrato, al efecto de retribuir con ellos al contratista, de conformidad con lo que dispone la normativa de contratación del sector público, siempre y cuando el contrato tenga por objeto alguno de los destinos del patrimonio público de suelo que establece la legislación vigente.”

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.
La jurisprudencia que se comenta en el presente apartado se corresponde con las Sentencias del Tribunal Supremo y Tribunales Superiores de Justicia hechas públicas desde el último informe presentado en febrero de 2012.
Por lo que respecta a la estructura expositiva de las Sentencias citadas se agruparán, en los casos en que sea preciso, en los siguientes apartados: los bienes de dominio local (clasificación, titularidad, objeto, fin público, alteración de la calificación jurídica y régimen jurídico); los bienes patrimoniales locales (clasificación y régimen jurídico); adquisición y enajenación del patrimonio local; utilización de los bienes de dominio público y patrimoniales; y régimen de protección de los bienes de las Entidades locales.
1) TRIBUNAL SUPREMO.
a) Utilización de los bienes de dominio público: la costumbre y el aprovechamiento de los bienes comunales.

Se ha dictado la STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Quinta, de 17 de febrero de 2011, (Rec. Casación núm. 6080/2008), que se pronuncia sobre la relación de la costumbre y las ordenanzas en los aprovechamientos de los bienes comunales. La STS citada parte de la regulación contenida en el art. 95 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 1986 y se pronuncia  a favor de la primacía de la costumbre frente a la ordenanza en estos casos. El interés de la citada STS radica en que resume la jurisprudencia anterior de la Sala del TS sobre la materia, como se apreciará a continuación 
En concreto, en la STS citada se dice que la jurisprudencia de esta Sala subraya la relación del artículo 95 RBEL de 1986 con el artículo 75.2 del TRLRL de 1986, en el que se antepone la costumbre a las ordenanzas locales y ha destacado desde antiguo, el carácter esencial de la costumbre en este tipo de aprovechamientos. La STS de esta Sala y Sección de 10 de julio de 1989 lo declaró ya así en atención al rango legal de las disposiciones del TRRL -que prima necesariamente sobre el carácter reglamentario del RBEL de 1986- y a los antecedentes históricos de la figura. 
La misma orientación de respeto a la regulación consuetudinaria, sigue diciendo la STS comentada, se aprecia en la STS de esta Sala de 3 de mayo de 1989 y, más recientemente, en la STS de la Sección Cuarta de 21 de febrero de 2007. Es necesario añadir a las mismas, en forma decisiva para este caso, la doctrina de la STS de la Sección Cuarta de esta Sala de 29 de junio de 2007 y la de 17 de noviembre de 2009, así como la de 21 de mayo de 2008 o incluso la STC 85/2008, de 21 de julio. 
En todas estas Sentencias, afirma la STS comentada, se reconoce que la legislación aplicable da un valor de relieve a la costumbre como fuente característica en este tipo de aprovechamientos. Así, en la STS de 21 de febrero de 2007 se subraya su valor recordando el artículo 75.2 TRLRL de 1986, cuando afirma que si el aprovechamiento y disfrute general simultáneo de bienes comunales fuere impracticable, regirá la costumbre u ordenanza local, al respecto, y que corrobora el núm. 4 al afirmar que los Ayuntamientos y Juntas vecinales que, de acuerdo con normas consuetudinarias u ordenanzas locales tradicionalmente observadas, viniesen ordenando el disfrute y aprovechamiento de bienes comunales...  Es decir, que la costumbre está presente en nuestro ordenamiento y en concreto cuando de los aprovechamientos de los bienes comunales se trata. Además, esa referencia a la costumbre en esta materia del aprovechamiento y disfrute de los bienes comunales se recoge también en el art. 95 del RBEL de 1986 cuando afirma que cada forma de aprovechamiento se ajustará, en su detalle, a las ordenanzas locales o normas consuetudinarias tradicionalmente observadas. Recoge -en fin- esta STS de 21 de febrero de 2007 la doctrina de la citada STS de 10 de julio de 1989, recordando que ha de entenderse que la costumbre tiene prioridad sobre la ordenanza local. 
Y, continúa afirmando la STS comentada, que en lo que aquí interesa la STS de 21 de febrero de 2007 señala que la sociedad española ha sido siempre rural y los bienes comunales eran la garantía de la supervivencia de su población, puesto que gracias a ellos podían complementarse tanto los ingresos de la pequeña propiedad individual como los de las rentas salariales de un trabajo esporádico. Es cierto que las circunstancias han cambiado al haber avanzado la economía y la situación social es bien diferente; en consecuencia es más que probable que los aprovechamientos de los bienes comunales puedan en el futuro efectuarse de otro modo o encaminarse hacia otras actividades, pero esas hipótesis poco tienen que ver con lo que ahora la Sala enjuicia referido a casi una década del momento en que se produjo la modificación de la ordenanza. Que la costumbre adquiera rango de norma escrita no le priva de su condición, y por ello no permite su modificación sin más, algo que sí sería posible efectuar con cualquier norma jurídica por la voluntad de quien posee, según su rango, potestad para hacerlo, y ello sin perjuicio de los posibles remedios que también en relación con las normas ofrece el ordenamiento jurídico para su impugnación si no se ajustan a Derecho en el más amplio de los sentidos. Pero no es ese el caso de la costumbre que sólo se puede modificar cuando mute la "opinio iuris vel necesitatis" de la comunidad que la recibió como tal, y atendidas las circunstancias que así lo demuestren.
3) TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.
L) Islas Canarias
a) Utilización de los bienes de dominio público.
Se ha dictado la STSJ de Islas Canarias, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, núm. 51/2011, de 7 de abril, que se ha pronunciado sobre los requisitos exigibles para la utilización de los bienes de dominio público por los operadores de telecomunicaciones para el establecimiento de cabinas telefónicas. Partiendo de la regulación contenida en la Ley de Telecomunicaciones y que la empresa Telefónica SA es el operador que tiene las obligaciones de prestar el servicio universal en los términos y alcance señalada en la citada Ley, se plantea, entre otros aspectos, si la citada empresa puede seguir utilizando el demanio local para instalar las cabinas telefónicas de uso público. Cuestión que se resuelve positivamente, si bien ese derecho derivado de la prestación del servicio universal debe entenderse no como un derecho absoluto que pueda privar la competencia y libre mercado, excluyendo a otros operadores el establecimiento de cabinas, si hay otros operadores dispuestos a cumplir en condiciones adecuadas dicho servicio.
III) DOCUMENTACION

Desde la realización del último informe es preciso dar cuenta de diversas actuaciones administrativas con incidencia en el patrimonio local. Así, se han concedido autorizaciones autonómicas para enajenar bienes en los casos previstos en la Ley de Administración Local de Aragón. En este sentido, puede mencionarse, por ejemplo, la Orden de 16 de enero de 2012, del Departamento de Política Territorial e Interior, por la que se autoriza al Ayuntamiento de Torrecilla de Alcañiz (Teruel), para proceder a la enajenación, mediante concurso, de 11 parcelas de la manzana 2 de la zona denominada La Foya, 2.ª fase, de propiedad municipal, calificadas como bienes patrimoniales, pertenecientes al patrimonio público de suelo del municipio. (BOA de 1 de febrero de 2012). En dicha autorización, además, resulta de interés la afirmación relativa a  que con relación al pliego de condiciones aprobado se previene al Ayuntamiento que, en el supuesto de quedar desierto el concurso, el Ayuntamiento podrá enajenar los terrenos directamente, dentro del plazo máximo de un año, con arreglo al pliego de condiciones que rigió el concurso, conforme se establece en el artículo 115.4 de la Ley 3/2009 de 17 de junio, de Urbanismo de Aragón, y en consecuencia, no cabrá la enajenación directa transcurrido el plazo de un año que consta en el pliego de condiciones sin estas condiciones.
También puede mencionarse la Orden de 9 de marzo de 2012, del Consejero de Política Territorial e Interior, por la que se autoriza al Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina para proceder a la enajenación mediante concurso, de parcelas sitas en la unidad de ejecución única del sector S-3, polígono industrial La Cuesta I (ampliación), de propiedad municipal, patrimoniales, integradas en el patrimonio público de suelo del municipio (BOA de 11 de abril de 2012).

Al margen de estas autorizaciones, también es preciso resaltar la inclusión de algunos montes en el Catálogo de montes. Puede mencionarse, por ejemplo, la Orden de 6 de febrero de 2012, del Consejero de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente, por la que se declara de utilidad pública el monte denominado «Camporroyo y Chiló», perteneciente al Ayuntamiento de Rueda de Jalón (Zaragoza) y sito en su término municipal. (BOA de 24 de febrero de 2012). O la Resolución de 7 de marzo de 2012, del Servicio Provincial de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente de Zaragoza, por la que se da publicidad a las variaciones producidas en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública de la provincia de Zaragoza durante el año 2011 (BOA de 30 de marzo de 2012).

